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Proyecto de Ordenanza para normar la gestión institucional y garantizar la protección de los derechos de las personas con experiencia de vida en calle en el Distrito Metropolitano de Quito

Exposición de motivos:

La pobreza se entiende como la privación de bienestar, un acumulado de carencias e injusticias que llevan a las personas a vivir en condiciones de indignidad y expuestas a dinámicas de exclusión social, es un fenómeno que vulnera derechos, producto de las injustas relaciones sociales y políticas que dividen a las sociedades entre quienes han logrado el denominado éxito y, quienes, ubicados al margen, son excluidos y discriminados. Comprender la pobreza implica el análisis de temáticas como el intercambio desigual, la concentración de la renta, las injustas relaciones laborales, el sistema patriarcal y el machismo y, la pérdida de la sustentabilidad y autonomía sobre los medios de vida. De manera que depende de la forma cómo se ejerce el poder político y económico para dar respuestas a esta problemática estructural que debe ser considerada cuando analizamos la situación de las personas con experiencia de vida en calle (Estrategia Nacional para la Igualdad y la Erradicación de la Pobreza, 2014).  
Vivir en la ciudad implica relacionarse con los habitantes en su diversidad. Históricamente las ciudades se han construido como los centros donde se generan las principales transformaciones, en ellas, el despliegue de la modernidad y la concentración de la riqueza provocan dinámicas de exclusión permanentes que tienen relación con la falta de medios de vida en determinados conglomerados humanos que son expulsados hacia la marginalidad debido a razones económicas, sociales, políticas y culturales. 
Según la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo –ENEMDU (INEC, diciembre de 2019), la pobreza se ubicó en 25% y la pobreza extrema a nivel nacional se ubicó en 8,9%. La ciudad de Quito registra el 8,2% como tasa de pobreza y el 2,8% como tasa de pobreza extrema. Estos indicadores denotan un incremento con respecto a los de los años anteriores y son resultado de la crisis económica, la reducción del empleo y por ende la disminución de la capacidad de consumo de la población. La contracción económica se agudizó a partir de la emergencia sanitaria y las medidas de confinamiento que provocaron reducción en el sector productivo y comercial, afectando el empleo y a los ingresos familiares, la ciudad de Quito.
La pobreza afecta directamente a las condiciones materiales que permiten el sostenimiento económico de las familias, no contar con recursos para cubrir necesidades básicas como alimentación y vivienda, obliga a las personas a precarizar sus condiciones de vida. La habitabilidad en calle impide el disfrute del derecho a una vivienda y es el resultado de la pobreza extrema y de otras discriminaciones interseccionales como: situación migratoria, edad, condición médica, entre otras, que atentan a sus derechos humanos y por lo tanto requieren de acciones de política social desde los enfoques de inclusión. Sin embargo, el tema ha estado ausente de las discusiones y de la agenda de política social debido a su complejidad y a la falta de capacidades de generar movilización que dinamice la respuesta pública. 
Para la definición de la situación de la situación de vida en calle, a más de la falta de vivienda, la carencia de vínculos de afinidad y parentesco que permitan el retorno a alguna vivienda es un factor de relevancia, por cuanto los vínculos y relaciones interpersonales son importantes para la reducción de prácticas riesgosas. 
La red interinstitucional para atención y protección a personas con experiencia de vida en calle del Distrito Metropolitano de Quito
  consolidó un Diagnóstico en el año 2019 en el que se presentan algunos datos de años anteriores:

· Para el año 2010 se reconoce que las personas con experiencia de vida en calle están principalmente ubicadas en el Centro Histórico, con un 37.1% frente a las zonas de Eloy Alfaro con un 17.5% y la Mariscal con 12.7%. Se entendería que las dinámicas de la ciudad se centran en estas zonas debido a la afluencia de personas que diariamente se desplazan a estos espacios sea por razones laborales, turísticas u otras. En el año 2011, entre los meses de enero a septiembre, el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito junto con el Ministerio de Inclusión Económica y Social identifican 869 personas en situación de calle con características como abandono, trastornos mentales, explotación económica y mendicidad.

· En el año 2014, el Ministerio de Inclusión Económica y Social realizó un estudio exploratorio referente a la habitabilidad de calle en la ciudad de Quito e identificó 178 casos, de los cuales el 70%, es decir 123 se concentraron en el Centro Histórico; el 24% corresponde al género femenino y el 76% al género masculino; el 70% se trata de personas con estado civil soltero/a; el 60% de la población es adulta, 22% adulta mayor, el 14% es población joven y el 4% son adolescentes. De las 178 personas, el 44% duerme en la calle, el 32% duermen en casas o cuartos,  el 22% en los albergues y un 2% duerme con familiares. En resumen el 66% duerme en la calle o albergues temporales. En cuanto a la inclusión educativa, del 33% no se pudo recopilar la información, de quienes se cuenta con información, el 21% de la población tiene escuela completa, el 17% escuela incompleta, el 10% terminó el colegio y el 14% no lo hizo. Con referencia a las actividades económicas, el 75% de la población se dedica a pedir dinero en la calle o a la mendicidad, un 12% a temas de comercio informal, recolección de comida y reciclaje, suman un total de 113 es decir el 87% de la población. De la totalidad de la población identificada, el 67% presenta consumo frecuente de alcohol y el 17% consumo de drogas 

· En el año 2019, el Ministerio de Inclusión Económica y Social en coordinación con la Unidad Patronato Municipal San José y la organización religiosa “Toca de Asis”, implementaron 2 servicios de atención a personas con experiencia de vida en calle en el Distrito Metropolitano de Quito, en los que se registraron 227 atenciones (cobertura de los proyectos), de los cuales el 12% corresponde al sexo femenino y 88% masculino; por grupo de edad el 46% se concentra entre 30 y 49 años, 22% entre 50 y 64 años, 17% entre 18 y 29 años, 14% son adultos mayores y del 1% no se dispone de información; el 54% habita en calle entre 1 y 5 años, el 31% menos de 1 año, el 9% más de 5 años y del 7% no se dispone de información; entre las principales razones de vida en calle destacan, 40% factores económicos (pobreza e indigencia), 34% problemas familiares y 10% consumo de alcohol y otras drogas.
Por lo tanto, es central, para una respuesta eficiente, eficaz entre el gobierno nacional y el nivel local, interpretar el hecho social desde una visión amplia de la problemática. Centrar los esfuerzos para una adecuada articulación entre todas las instituciones que actualmente tienen competencias relacionadas y, ejecutar una política de inclusión social bajo el concepto de interseccionalidad y en consideración de los Grupos de Atención Prioritaria.
Esta ordenanza está enmarcada en 4 ejes centrales: la prevención, la protección, la reinserción y el control de las actividades y factores de riesgo. Asimismo, tiene como fin visibilizar la problemática, entendiendo las competencias del gobierno nacional con respecto a la reducción de pobreza y otras competencias esenciales como políticas públicas para la generación de empleo.

Esta Ordenanza parte del reconocimiento del Ecuador como un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, el reconocimiento a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación, por tanto, se inscribe en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que señala, Convención de los Derechos del Niño y Carta Interamericana, así también observa los objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030: numeral 2) Poner fin al hambre, conseguir la seguridad alimentaria y una mejor nutrición, y promover la agricultura sostenible; numeral 3) Garantizar una vida saludable y promover el bienestar para todos y todas en todas las edades; numeral 10) Reducir las desigualdades entre países y dentro de ellos; numeral 16) Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles .

Objetivo de la Ordenanza:

Normar la gestión institucional para garantizar la promoción, protección y restitución de los derechos de las personas con experiencia de vida en calle, mediante intervenciones integrales y articuladas que contribuyan a la inclusión social, con énfasis en la prevención, reducción del daño, convivencia armónica, autonomía y reinserción social.

Considerando:

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 1, señala que: “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3, numeral 1, señala: “Son deberes primordiales del Estado: 1) “Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales (…)”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, artículo 11, numeral 1, señala: “Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento”.

Que, la Constitución de la República del Ecuador, artículo 11, numeral 2, determina: “Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. // Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. // El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad”.

Que, 
la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 11, numeral 8, señala: “El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 35 señala: “Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 36 señala: “Las personas adultas y adultos mayores establece “Las personas adultas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial en los campos de inclusión social y económica, y protección contra la violencia. Se considerarán personas adultas mayores aquellas personas que hayan cumplido los sesenta y cinco años de edad”.

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 37 establece: ”El Estado garantizará a las personas adultas mayores los siguientes derechos: 1.- La atención gratuita y especializada de salud, así como el acceso gratuito a medicinas.2. El trabajo remunerado, en función de sus capacidades, para lo cual tomará en cuenta suslimitaciones.3. La jubilación universal.4. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos.5. Exenciones en el régimen tributario.6. Exoneración del pago por costos notariales y registrales, de acuerdo con la ley.7. El acceso a una vivienda que asegure una vida digna, con respeto a su opinión y consentimiento.”

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 38 señala: “El Estado establecerá políticas públicas y programas de atención a las personas adultas mayores, que tendrán en cuenta las diferencias específicas entre áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, la étnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades,pueblos y nacionalidades; asimismo, fomentará el mayor grado posible de autonomía personal yparticipación en la definición y ejecución de estas políticas.  En particular, el Estado tomará medidas de: 1. Atención en centros especializados que garanticen su nutrición, salud, educación y cuidado diario, en un marco de protección integral de derechos. Se crearán centros de acogida para albergar a quienes no puedan ser atendidos por sus familiares o quienes carezcan de un lugar donde residir de forma permanente; 2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. El Estado ejecutará políticas destinadas a fomentar la participación y el trabajo de las personas adultas mayores en entidades públicas y privadas para que contribuyan con su experiencia, y desarrollará programas de capacitación laboral, en función de su vocación y sus aspiraciones; 3.Desarrollo de programas  y políticas destinadas a fomentar  su autonomía personal, disminuir su dependencia y conseguir su plena integración social; 4.Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de cualquier otra índole, o negligencia que provoque tales situaciones; 5. Desarrollo de programas destinados a fomentar la realización de actividades recreativas yespirituales; 6. Atención preferente en casos de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias; 7. Creación de regímenes especiales para el cumplimiento de medidas privativas de libertad. Encaso de condena a pena privativa de libertad, siempre que no se apliquen otras medidas alternativas,cumplirán su sentencia en centros adecuados para el efecto, y en caso de prisión preventiva sesometerán a arresto domiciliario; 8. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o degenerativas; 9. Adecuada asistencia económica y psicológica que garantice su estabilidad física y mental. La ley sancionará el abandono de las personas adultas mayores por parte de sus familiares o lasinstituciones establecidas para su protección.”
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 39 indica: “El Estado garantizará los derechos de las jóvenes y los jóvenes, y promoverá su efectivo ejercicio a través de políticas y programas, instituciones y recursos que aseguren y mantengan de modo permanente su participación e inclusión en todos los ámbitos, en particular en los espacios del poder público. El Estado reconocerá a las jóvenes y los jóvenes como actores estratégicos del desarrollo del país, y les garantizará la educación, salud, vivienda, recreación, deporte, tiempo libre, libertad de expresión y asociación. El Estado fomentará su incorporación al trabajo en condiciones justas y dignas, con énfasis en la capacitación, la garantía de acceso al primer empleo y la promoción de sus habilidades de emprendimiento.”

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 40 señala: “Se reconoce a las personas el derecho a migrar. No se identificará ni se considerará a ningún ser humano como ilegal por su condición migratoria. El Estado, a través de las entidades correspondientes, desarrollará entre otras las siguientes acciones para el ejercicio de los derechos de las personas ecuatorianas en el exterior, cualquiera sea su condición migratoria:1. Ofrecerá asistencia a ellas y a sus familias, ya sea que éstas residan en el exterior o en el país.2. Ofrecerá atención, servicios de asesoría y protección integral para que puedan ejercer libremente sus derechos.3. Precautelará sus derechos cuando, por cualquier razón, hayan sido privadas de su libertad en elexterior.4. Promoverá sus vínculos con el Ecuador, facilitará la reunificación familiar y estimulará el retornovoluntario.5. Mantendrá la confidencialidad de los datos de carácter personal que se encuentren en los archivos de las instituciones del Ecuador en el exterior.6. Protegerá las familias transnacionales y los derechos de sus miembros.”

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 44 establece: “El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral delas niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de afectividad y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales.”

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 45 señala: “Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la vida, incluido el cuidado y protección desde la concepción. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a la salud integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la seguridad social; a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria; a la participación social; al respeto de su libertad y dignidad; a ser consultados en los asuntos que les afecten; a educarse de manera prioritaria en su idioma y en los contextos culturales propios de sus pueblos y nacionalidades; y a recibir información acerca de sus progenitores o familiares ausentes, salvo que fuera perjudicial para su bienestar. El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los consejos estudiantiles y demás formas asociativas.”
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 46 establece: “El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños y adolescentes: 1. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado diario enun marco de protección integral de sus derechos; 2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. Se prohíbe el trabajode menores de quince años, y se implementarán políticas de erradicación progresiva del trabajo infantil. El trabajo de las adolescentes y los adolescentes será excepcional, y no podrá conculcar suderecho a la educación ni realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su salud o sudesarrollo personal. Se respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las demás actividades siempre que no atenten a su formación y a su desarrollo integral; 3. Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan discapacidad. El Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación regular y en la sociedad; 4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de cualquier otraíndole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones; 5.Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de bebidas alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo; 6. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias; 7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través de cualquier medio,que promuevan la violencia, o la discriminación racial o de género. Las políticas públicas decomunicación priorizarán su educación y el respeto a sus derechos de imagen, integridad y losdemás específicos de su edad. Se establecerán limitaciones y sanciones para hacer efectivos estos derechos; 8. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o ambos, se encuentranprivados de su libertad; 9. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o degenerativas.”
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 47 señala: “El Estado garantizará políticas de prevención de las discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad y su integración social.Se reconoce a las personas con discapacidad, los derechos a: 1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios de saludpara sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de forma gratuita, enparticular para aquellas personas que requieran tratamiento de por vida; 2. La rehabilitación integral y la asistencia permanente, que incluirán las correspondientes ayudas técnicas; 3. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos; 4. Exenciones en el régimen tributario; 5. El trabajo en condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus capacidades y potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación en entidades públicas y privadas; 6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para atender su discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida cotidiana. Las personas con discapacidad que no puedan ser atendidas por sus familiares durante el día, o que no tengan donde residir de forma permanente, dispondrán de centros de acogida para su albergue; 7. Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para su integración y participación en igualdad de condiciones. Se garantizará su educación dentro de la educaciónregular. Los planteles regulares incorporarán trato diferenciado y los de atención especial la educación especializada. Los establecimientos educativos cumplirán normas de accesibilidad para personas con discapacidad e implementarán un sistema de becas que responda a las condicioneseconómicas de este grupo; 8. La educación especializada para las personas con discapacidad intelectual y el fomento de suscapacidades mediante la creación de centros educativos y programas de enseñanza específicos; 9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapacidad y sus familias, en particularen caso de discapacidad intelectual; 10. El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se eliminarán las barrerasarquitectónicas; 11. El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre ellos el lenguajede señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille.”

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 48 señala: “El Estado adoptará a favor de las personas con discapacidad medidas que aseguren: 1. La inclusión social, mediante planes y programas estatales y privados coordinados, que fomenten su participación política, social, cultural, educativa y económica.2. La obtención de créditos y rebajas o exoneraciones tributarias que les permita iniciar y mantener actividades productivas, y la obtención de becas de estudio en todos los niveles de educación 3. El desarrollo de programas y políticas dirigidas a fomentar su esparcimiento y descanso.4. La participación política, que asegurará su representación, de acuerdo con la ley.5. El establecimiento de programas especializados para la atención integral de las personas con discapacidad severa y profunda, con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad, el fomento de su autonomía y la disminución de la dependencia.6. El incentivo y apoyo para proyectos productivos a favor de los familiares de las personas con discapacidad severa.7. La garantía del pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. La ley sancionará el abandono de estas personas, y los actos que incurran en cualquier forma de abuso, trato inhumano o degradante y discriminación por razón de la discapacidad.
Que, 
la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 66, numeral 4, señala que: “Se reconoce y garantizará a las personas: (…) 4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 70 determina que: “El Estado formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres, a través del mecanismo especializado de acuerdo con la ley, e incorporará el enfoque de género en planes y programas, y brindará asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector público”; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 275 señala que: “El régimen de desarrollo es el conjunto organizado, sostenible y dinámico de los sistemas económicos, políticos, socio-culturales y ambientales, que garantizan la realización del buen vivir, del sumak kawsay. // El Estado planificará el desarrollo del país para garantizar el ejercicio de los derechos, la consecución de los objetivos del régimen de desarrollo y los principios consagrados en la Constitución.  La planificación propiciará la equidad social y territorial, promoverá la concertación, y será participativa, descentralizada, desconcentrada y transparente. // El   buen   vivir   requerirá   que   las   personas, comunidades, pueblos   y   nacionalidades   gocen efectivamente de sus derechos, y ejerzan responsabilidades en el marco de la interculturalidad, del respeto a sus diversidades, y de la convivencia armónica con la naturaleza”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 283 determina que: “El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir. // El sistema económico se integrará por las formas de organización económica pública, privada, mixta, popular   solidaria, y las demás que la Constitución determine.  La economía popular y solidaria se regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 340 señala que: “El sistema nacional de inclusión y equidad social es el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas, normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos reconocido en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del régimen de desarrollo. // El sistema se articulará al Plan Nacional de Desarrollo y al sistema nacional descentralizado de planificación   participativa; se   guiará   por   los   principios   de   universalidad, igualdad, equidad, progresividad, interculturalidad, solidaridad y no discriminación; y funcionará bajo los criterios de calidad, eficiencia, eficacia, transparencia, responsabilidad y participación. // El sistema se compone de los ámbitos de la educación, salud, seguridad social, gestión de riesgos, cultura física y deporte, hábitat y vivienda, cultura, comunicación e información, disfrute del tiempo libre, ciencia y tecnología, población, seguridad humana y transporte”.

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 341 señala que: “El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus personas a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión discriminación o violencia, o en virtud de su condición etaria, de salud o de discapacidad. // La protección integral funcionará a través de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se guiarán por sus principios específicos y los del sistema nacional de inclusión y equidad social”;   
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 342 establece: “El Estado asignará, de manera prioritaria y equitativa, los recursos suficientes, oportunos y permanentes para el funcionamiento y gestión del sistema.”
Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en su artículo 2 literal b) y c) indica: “Son objetivos del presente Código: (…) b) La profundización del proceso de autonomías y descentralización del Estado, con el fin de promover el desarrollo equitativo, solidario y sustentable del territorio, la integración y participación ciudadana, así como el desarrollo social y económico de la población; c) El fortalecimiento del rol del Estado mediante la consolidación de cada uno de sus niveles de gobierno, en la administración de sus circunscripciones territoriales, con el fin de impulsar el desarrollo nacional y garantizar el pleno ejercicio de los derechos sin discriminación alguna, así como la prestación adecuada de los servicios públicos (…).”

Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en su artículo 3 literal  señala: “El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los gobiernos autónomos descentralizados se regirán por los siguientes principios: (…) b) Solidaridad.- Todos los niveles de gobierno tienen como obligación compartida la construcción del desarrollo justo, equilibrado y equitativo de las distintas circunscripciones territoriales, en el marcodel respeto de la diversidad y el ejercicio pleno de los derechos individuales y colectivos. En virtud de este principio es deber del Estado, en todos los niveles de gobierno, redistribuir y reorientar losrecursos y bienes públicos para compensar las inequidades entre circunscripciones territoriales;garantizar la inclusión, la satisfacción de las necesidades básicas y el cumplimiento del objetivo delbuen vivir(…).”
Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en su artículo 4 literal a); b) y  h) indica: “ Dentro de sus respectivas circunscripciones territoriales son fines de los gobiernos autónomos descentralizados: a) El desarrollo equitativo y solidario mediante el fortalecimiento del proceso de autonomías y descentralización; b) La garantía, sin discriminación alguna y en los términos previstos en la Constitución de la República de la plena vigencia y el efectivo goce de los derechos individuales y colectivos constitucionales y de aquellos contemplados en los instrumentos internacionales; (…) h) La generación de condiciones que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución a través de la creación y funcionamiento de sistemas de protección integral de sus habitantes; e,(…)”
Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en el artículo 53 establece: “Los gobiernos autónomos descentralizados municipales son personas jurídicas de derechos público, con autonomía política, administrativa y financiera;.(…)”
Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en el artículo 54, literal b) determina que: “(…) Son funciones del gobierno autónomo descentralizado municipal las siguientes: b) Diseñar e implementar políticas de promoción y construcción de equidad e inclusión en su territorio, en el marco de sus competencias constitucionales y legales; (…)”

Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en el artículo 84 literal a), b), e) y j) establece: “Son funciones del gobierno del distrito autónomo metropolitano: a) Promover el desarrollo sustentable de su circunscripción distrital metropolitana, para garantizar larealización del buen vivir a través de la implementación de políticas públicas metropolitanas, en elmarco de sus competencias constitucionales y legales;b) Diseñar e implementar políticas de promoción y construcción de equidad e inclusión en suterritorio, en el marco de sus competencias constitucionales y legales; e) Elaborar y ejecutar el plan metropolitano de desarrollo, de ordenamiento territorial y las políticas públicas en el ámbito de sus competencias y en su circunscripción territorial, de manera coordinadacon la planificación nacional, regional, provincial y parroquial, y realizar en forma permanente, el seguimiento y rendición de cuentas sobre el cumplimiento de las metas establecidas; j) Implementar los sistemas de protección integral del cantón que aseguren el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales, locual incluirá la conformación de los consejos cantonales, juntas cantonales y redes de protección dederechos de los grupos de atención prioritaria. Para la atención en las zonas rurales coordinará con los gobiernos autónomos parroquiales y provinciales; (…).”

Que, el artículo 176 del Código Orgánico Integral Penal, señala: “Discriminación.- La persona que salvo los casos previstos como políticas de acción afirmativa propague practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad o estado de salud con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Si la infracción puntualizada en este artículo es ordenada o ejecutada por las o los servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años”;

Que, 
el artículo 6 del Código de la Niñez y Adolescencia, establece: “Igualdad y no discriminación.- Todos los niños, niñas y adolescentes son iguales ante la ley y no serán discriminados por causa de su nacimiento, nacionalidad, edad, sexo, etnia; color, origen social, idioma, religión, filiación, opinión política, situación económica, orientación sexual, estado de salud, discapacidad o diversidad cultural o cualquier otra condición propia o de sus progenitores, representantes o familiares. // El Estado adoptará las medidas necesarias para eliminar toda forma de discriminación”;

Que, la Ley de la Juventud, en su artículo 6, determina: “Titularidad de los derechos. - Los y las jóvenes son titulares de todos los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en los instrumentos internacionales vigentes y en otras normas legales, por lo que se reafirma su derecho al pleno goce y disfrute de los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, tanto a nivel individual como colectivo”; 

Que,  la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores, en su artículo 1, determina: “El objeto de esta Ley es promover, regular y garantizar la plena vigencia, difusión y ejercicio de los derechos específicos de las personas adultas mayores, en el marco del principio de atención prioritaria y especializada expresados en la Constitución de la República, instrumentos internacionales de Derechos Humanos y leyes conexas, con enfoque de género, de movilidad humana, generacional e intercultural”. 

Que,  entre los fines la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores, en su artículo 3, literales b) y h) determinan: “b) Impulsar el cumplimiento de mecanismos de promoción, asistencia, exigibilidad, protección y restitución de los derechos de las personas adultas mayores, garantizando el derecho a la igualdad y no discriminación; y, h) Impulsar el cumplimiento de mecanismos de promoción, asistencia,  exigibilidad, protección y restitución de los derechos de las personas adultas mayores, garantizando el derecho a la igualdad y no discriminación”;

Que, la Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores, en su artículo 4, literales b) y e) determinan: “b) Igualdad formal y material: Todas las personas adultas mayores son iguales ante la ley y gozarán de su protección y beneficio sin discriminación alguna. Se garantizará el trato justo y proporcional en las condiciones de acceso y disfrute de satisfacciones necesarias para el bienestar de las personas adultas mayores, sin distinción de ninguna naturaleza, respetando los enfoques de género, generacional, intercultural, movilidad humana, territorial y de integralidad de derechos”; y, e) No discriminación: Se prohíbe toda discriminación o distinción no razonable contra las personas adultas mayores, ni deberá estar sujeta a acciones u omisiones que tengan como efecto anular, excluir o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra circunstancia de la vida pública o privada”;

Que, la Ley Orgánica de Discapacidades, en el artículo 4, numeral 4, determina: “Eliminar toda forma de abandono, discriminación, odio, explotación, violencia y abuso de autoridad por razones de discapacidad y sancionar a quien incurriere en estas acciones”;

Que, la Ley Orgánica de Discapacidades, en el artículo 86 señala: “Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección y promoción social del Estado dirigidos al máximo desarrollo de su personalidad, fomento de autonomía y la disminución de la dependencia”.

Que, la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, en su artículo 10, literales a), b), c), d), e), f); y, g) señala: ” Para efectos de aplicación de la presente Ley y sin perjuicio de lo establecido en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en el Código Orgánico Integral Penal y la Ley, se consideran  los siguientes tipos de violencia: a) Violencia física.- Todo acto u omisión que produzca o pudiese producir daño o sufrimiento físico, dolor o muerte, así  como cualquier otra forma de maltrato o agresión, castigos corporales, que afecte la integridad física, provocando o no lesiones, ya sean internas, externas o ambas, esto como resultado del uso de la fuerza o de cualquier objeto que se utilice con la intencionalidad de causar daño y de sus consecuencias, sin consideración del tiempo que se requiera para su recuperación. b) Violencia psicológica.- Cualquier acción, omisión o patrón de conducta dirigido a causar daño emocional, disminuir la autoestima, afectar la honra, provocar descrédito, menospreciar la dignidad personal, perturbar, degradar la identidad cultural, expresiones de identidad juvenil o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las decisiones de una mujer, mediante la humillación, intimidación, encierros, aislamiento, tratamientos forzados o cualquier otro acto que afecte  su estabilidad psicológica y emocional. La violencia psicológica incluye la manipulación emocional, el control mediante mecanismos de vigilancia, el acoso u hostigamiento, toda conducta abusiva y especialmente los comportamientos, palabras, actos, gestos, escritos o mensajes electrónicos dirigidos a perseguir, intimidar, chantajear y vigilar a la mujer, independientemente de su edad o condición y que pueda afectar su estabilidad emocional, dignidad, prestigio, integridad física o psíquica; o, que puedan tener repercusiones negativas respecto de su empleo, en la continuación de estudios escolares o universitarios, en promoción, reconocimiento en el lugar de trabajo o fuera de él. Incluye también las amenazas, el anuncio verbal o con actos, que deriven en un daño físico, psicológico, sexual, laboral o patrimonial, con el fin de intimidar al sujeto de protección de esta Ley. c) Violencia sexual.- Toda acción que implique la vulneración o restricción del derecho a la integridad sexual y a decidir voluntariamente sobre su vida sexual y reproductiva, a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza e intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares y de parentesco, exista o no convivencia, la transmisión intencional de infecciones de transmisión sexual (ITS), así como la prostitución forzada, la trata con fines de explotación sexual, el abuso o acoso sexual, la esterilización forzada y otras prácticas análogas. También es violencia sexual la implicación de niñas y adolescentes en actividades sexuales con un adulto o con cualquier otra persona que se encuentre en situación de ventaja frente a ellas, sea por su edad, por razones de su mayor desarrollo físico o mental, por la relación de parentesco, afectiva o de confianza que lo une a la niña o adolescente, por su ubicación de autoridad o poder; el embarazo temprano en niñas y adolescentes, el matrimonio en edad temprana, la mutilación genital femenina y la utilización de la imagen de las niñas y adolescentes en pornografía. d) Violencia económica y patrimonial.- Es toda acción u omisión que se dirija a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos y patrimoniales de las mujeres, incluidos aquellos de la sociedad conyugal y de la sociedad de bienes de las uniones de hecho, a través de: 1. La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes muebles o inmuebles; 2. La pérdida, sustracción, destrucción, retención o apropiación indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimoniales; 3. La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o la privación de los medios indispensables para vivir una vida digna; así como la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias;4. La limitación o control de sus ingresos; y, 5. Percibir un salario menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. e) Violencia simbólica.- Es toda conducta que, a través de la producción o reproducción de mensajes, valores, símbolos, iconos, signos e imposiciones de género, sociales, económicas, políticas, culturales y de creencias religiosas, transmiten, reproducen y consolidan relaciones de dominación, exclusión, desigualdad y discriminación, naturalizando la subordinación de las mujeres. f) Violencia política.- Es aquella violencia cometida por una persona o grupo de personas, directa o indirectamente, en contra de las mujeres que sean candidatas, militantes, electas, designadas o que ejerzan cargos públicos, defensoras de derechos humanos, feministas, lideresas políticas o sociales, o en contra de su familia. Esta violencia se orienta a acortar, suspender, impedir o restringir su accionar o el ejercicio de su cargo, o para inducirla u obligarla a que efectúe en contra de su voluntad una acción o incurra en una omisión, en el cumplimiento de sus funciones, incluida la falta de acceso a bienes públicos u otros recursos para el adecuado cumplimiento de sus funciones. g) Violencia gineco-obstétrica.- Se considera a toda acción u omisión que limite el derecho de las mujeres embarazadas o no, a recibir servicios de salud gineco-obstétricos. Se expresa a través del maltrato, de la imposición de prácticas culturales y científicas no consentidas o la violación del secreto profesional, el abuso de medicalización, y la no establecida en protocolos, guías o normas; las acciones que consideren los procesos naturales de embarazo, parto y posparto como patologías, La esterilización forzada, la pérdida de autonomía y capacidad para decidir libremente sobre sus cuerpos y su sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida y salud sexual y reproductiva de mujeres en toda su diversidad y a lo largo de su vida, cuando esta se realiza con prácticas invasivas o maltrato físico o psicológico.”

Que, el artículo II.5.1 del Código Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito, Ordenanza Municipal 1, publicado en Registro Oficial Suplemento 902 de 7 de mayo de 2019, señala: “Impleméntese el Sistema de Protección Integral en el Distrito Metropolitano de Quito, con la finalidad de brindar protección integral a los grupos de atención prioritaria consagrados por la Constitución y aquellos que se encuentran en situación de exclusión y/o vulnerabilidad”.

Que,
el artículo II.5.4 del Código Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito,
Ordenanza Municipal 1, publicado en Registro Oficial Suplemento 902 de 7 de Mayo de 2019, señala: “Son sujetos de derechos del Sistema de Protección Integral, toda persona o grupo de personas que, perteneciendo a uno o varios de los cinco enfoques transversales: generacional, género, interculturalidad, movilidad humana, discapacidades, se encuentren en situación de vulneración y/o riesgo; así como la naturaleza y animales”;

Que, el artículo II.5.9 del Código Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito,
Ordenanza Municipal 1, determina que: “El Sistema de Protección Integral del Distrito Metropolitano de Quito (en adelante Sistema) es un conjunto articulado y coordinado de organismos, entidades, servicios públicos, privados y comunitarios, que definen, ejecutan, controlan y evalúan las políticas, planes, programas y acciones, con el propósito de garantizar la protección integral de las personas en situación de riesgo o vulneración de derechos; define acciones, recursos, medidas, procedimientos y gestiona la aplicación de sanciones ante los órganos competentes de acuerdo a la ley, en todos los ámbitos, para asegurar la vigencia, ejercicio, exigibilidad y restitución de derechos, establecidos en la Constitución, instrumentos jurídicos internacionales y demás leyes del ordenamiento jurídico ecuatoriano”;

Que, 
el artículo II.5.9 del Código Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito,
Ordenanza Municipal 1, señala que: “El Municipio del Distrito Metropolitano de Quito es el gobierno autónomo descentralizado que ejerce la rectoría del Sistema, a través de la Secretaría rectora y responsable de las políticas sociales, que además tendrá competencias específicas de formulación de las políticas sociales y de inclusión, lineamientos técnicos para el monitoreo de programas, proyectos y servicios que efectivicen las políticas públicas para el ejercicio de los derechos”;

En ejercicio de sus atribuciones legales constantes en el artículo 240 Constitución de la República del Ecuador; y, 57 literales a) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; 
Resuelve:

Normar la gestión institucional y garantizar la protección de los derechos de las personas con experiencia de vida en calle en el Distrito Metropolitano de Quito  

Artículo 1.- Incorpórese a continuación del título XXX que trata de XXX, del libro XXX, un título innumerado con el siguiente texto:
Título innumerado 
De la garantía de protección de derechos de las personas con experiencia de vida en calle en el Distrito Metropolitano de Quito

Capítulo 1

Generalidades

Núm. 1. Definiciones. - Para la aplicación de la presente ordenanza se considerarán las siguientes definiciones 
Personas con experiencia de vida en calle. – refiere a la multicausalidad de la concurrencia de factores de vulnerabilidad como: pobreza, violencias, consumo problemático de alcohol y otras drogas, discapacidad, trastornos mentales, ruptura de relaciones con su entorno de afinidad o parentesco y no accesibilidad a servicios de protección social, lo que genera que la calle sea el espacio de interacción humana y de búsqueda de medios de subsistencia a través de actividades como mendicidad, indigencia, recolección, cuidado de vehículos, en condiciones de precariedad e inseguridad; la situación de habitabilidad en calle no distingue sexo, pertenencia étnica o edad y, comporta las siguientes manifestaciones: 

Persona en mendicidad o pidiendo comida en restaurantes

Persona buscando alimento en basura

Persona durmiendo en calles, parques, portales o puentes

Personas que se alojan en cuevas, quebradas o bosques 

Persona de cualquier edad con discapacidad física de tipo motriz, sin el apoyo de una persona o de los medios adecuados para movilizarse de forma autónoma

Ausencia de familiares o personas responsables.
Personas con uso y consumo problemático de alcohol y otras drogas en situación de calle.
Calle. -  Lugar de habitabilidad de personas sin hogar en condiciones de precariedad como contaminación, condiciones climáticas perjudiciales para la salud, inseguridad y exposición a formas de violencia social y criminal. 
Prevención. - Son las acciones destinadas a la reducción de riesgos y vulnerabilidades que alejan a las personas de condiciones de vida dignas, implica también la detección temprana de comportamientos y prácticas perjudiciales, frente a las cuales las instituciones en corresponsabilidad con la ciudadanía actuarán para garantizar la integralidad de sus derechos.
Indigencia. - Es la ausencia de recursos para cubrir las necesidades básicas alimentarias. Es la manifestación más extrema de la pobreza. 
Convivencia armónica. - Refiere a la no vulneración de derechos en las prácticas personales e institucionales, su fin es garantizar la no violencia y el diálogo como mecanismos de interacción social.
Autonomía. - es la capacidad del individuo para hacer elecciones y tomar decisiones. Implica la garantía de la atención de no restringir este derecho.
Reinserción social. - Implica la restauración de las capacidades sociales, de dignidad e integridad de las personas como sujetos de derechos, con énfasis en capacidades o habilidades laborales y de sustento. 
Corresponsabilidad social. - planea la necesidad y compromiso de la sociedad en su conjunto en la garantía de los derechos.
Mendicidad. – Es el acto a través del cual, personas de distintas condiciones, recorren la ciudad, se asientan en diferentes espacios o acuden a lugares donde se les entrega alimentos, vestimenta, dinero u otros. No se considerarán actividades de mendicidad aquellas actividades musicales y artísticas que se desarrollan en las calles y que cuenten con los permisos de las autoridades competentes.

Trata de personas con fines de mendicidad. - Aquella que, administrada por un tercero, hace uso de la condición de niñez, adulto mayor, movilidad humana, discapacidad u otro, para ganar réditos a partir de la exposición de las personas en el espacio público para que realicen actos de mendicidad. El Código Orgánico Integral Penal define en el artículo 91 a la trata de personas como “la captación, transportación, traslado, entrega, acogida o recepción para sí o para un tercero, de una o más personas, ya sea dentro del país o desde o hacia otros países con fines de explotación (…)”.

Equipos de atención. -  Son equipos técnicos y especializados de trabajo conformados por personas capacitadas permanentemente en la rama que se requiera, que hacen uso de métodos, habilidades y destrezas para atender a la población que se encuentra en esta situación.

Pobreza. - Es una situación social y económica que no permite satisfacer las necesidades básicas ya sean estas físicas o psíquicas. 
Alianzas estratégicas. -  Son aquellas que se podrán realizar con organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales u otros, a fin de generar planes, programas, proyectos y acciones para la gestión en beneficio de las personas con experiencia de vida en calle.

Capítulo 2 

De la naturaleza

Objeto, objetivos, ámbito, principios, enfoques

Núm. 2. Objeto. - La presente Ordenanza tiene por objeto normar la gestión institucional para garantizar la promoción, protección y restitución de los derechos de las  personas  con experiencia de vida en calle, mediante intervenciones integrales y articuladas que contribuyan a la inclusión social, con énfasis en la prevención, reducción del daño,  convivencia armónica,  autonomía y reinserción social.
Núm. 3. Objetivos específicos. - 
a. Fortalecer la coordinación entre las diferentes instancias del Estado y la sociedad civil para la articulación de servicios y acciones de prevención, sensibilización, atención, protección, reinserción, seguimiento, monitoreo y evaluación de la problemática de vida en calle. 

b. Desarrollas estrategias intersectoriales coordinadas con el gobierno central a fin incrementar la efectividad de las intervenciones.
c. Establecer mecanismos para el seguimiento homologados que aseguren la consecución de logros en los ámbitos de prevención, protección y reinserción de las personas con experiencia de vida en calle.
Núm. 4. De los ejes. – Esta ordenanza está enmarcada en 4 ejes centrales: la prevención, la protección, la reinserción y, el control de las actividades y factores de riesgo.
Núm. 5. Ámbito. - El ámbito de aplicación de esta Ordenanza es el territorio del Distrito Metropolitano de Quito.

Núm. 6. Principios. - Aquellos reconocidos en el Sistema de Protección de Integral del Distrito Metropolitano de Quito:

a. Respeto. - El más alto deber del Sistema consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución.

b. Igualdad y no discriminación. - Todas las políticas, programas y servicios del Sistema promoverán la igualdad de derechos en la diversidad y desarrollarán iniciativas tendientes a eliminar toda forma de discriminación, racismo y xenofobia.

c. Equidad. - Las políticas, programas y servicios del Sistema tendrán entre sus principales objetivos la reducción de las inequidades socioeconómicas e incluirán medidas para promover formas de solidaridad entre las y las personas del Distrito Metropolitano de Quito, con énfasis en los grupos de atención prioritaria, tal como los define la Constitución; y, aquellos que se encuentran en situación de exclusión y/o vulnerabilidad.

d. Relación armónica. - En todas las políticas, programas y servicios se propenderá a una relación armónica, enfocada en la convivencia ciudadana de respeto a los derechos de la naturaleza.

e. Participación. - Todas las políticas, programas y servicios del Sistema se construirán con la participación activa de todos los actores sociales.

f. Pro homine. - El Municipio del Distrito Metropolitano de Quito en la implementación de las políticas y programas y en la prestación de los servicios, aplicará las normas e interpretación que favorezca de mejor manera la vigencia y el ejercicio de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, leyes e instrumentos internacionales.

g. Respeto a la orientación sexual e identidad de género. - El Sistema propenderá a la implementación de servicios integrales de atención para las personas sin importar su orientación sexual o identidad de género, considerándose las particularidades de cada grupo que conforma la población LGBTI, en el Distrito Metropolitano de Quito.

h. Progresividad de derechos y prohibición de regresividad. - Las políticas, programas, presupuestos y servicios del Sistema desarrollarán, de manera progresiva, el contenido de los derechos. Se reformularán de manera inmediata aquellas medidas o políticas que pudieren tener un carácter regresivo.

i. Interés superior del niño. - Todas las políticas, programas y servicios del Sistema tendrán entre sus principales objetivos promover y proteger el ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de niñas, niños y adolescentes, de forma que mejor convenga a la realización de sus derechos y garantías.

j. Prioridad absoluta. - En la formulación y ejecución de las políticas públicas y en la provisión de recursos, se dará prioridad absoluta a la niñez y adolescencia, a quienes se asegurará el acceso preferente a los servicios públicos y privados, en cualquier clase de atención que requieran. En caso de conflicto, los derechos de las niñas, niños y adolescentes prevalecerán sobre los derechos de las demás personas.

k. Ciudadanía universal. - Se propenderá, de manera progresiva, al ejercicio de los derechos en igualdad de condiciones entre personas ecuatorianas y de otras nacionalidades, sin importar su condición migratoria u origen.

l. Atención prioritaria y especializada. - Las políticas, programas y servicios del Sistema se diseñarán e implementarán de manera que se preste atención prioritaria y especializada que corresponde a cada uno de los grupos.

m. Integralidad de las políticas. - Las políticas y programas que forman parte del Sistema tendrán por objeto la promoción, atención, prevención, protección ante el riesgo o inminente vulneración y restitución de los derechos humanos; tanto individuales como colectivos.

n. Corresponsabilidad. - Es deber de la ciudadanía intervenir en la formulación, ejecución, vigilancia y exigibilidad de las políticas, programas y servicios que conforman el Sistema.

o. Subsidiariedad y concurrencia. - Se promoverá la responsabilidad compartida con los niveles de gobierno central, provincial y parroquial en el marco de las competencias exclusivas y concurrentes de cada uno de ellos.

p. Territorialidad. - Para el funcionamiento del Sistema se considerará las particularidades propias de cada territorialidad, tanto en lo urbano como en lo rural, así como en las circunscripciones de los pueblos indígenas, afroecuatorianos y montubios.

q. Plurinacionalidad. - El Sistema se adaptará a las diversas formas y expresiones sociales, culturales y políticas que se reconocen en el marco de la plurinacionalidad del Estado ecuatoriano, en el contexto de garantizar el ejercicio de los derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades que hacen el Estado plurinacional.

Núm. 7. Enfoques. - Aquellos reconocidos en el Sistema de Protección Integral del Distrito Metropolitano de Quito:

a. Sistémico. - Constituye el mecanismo mediante el cual se garantiza la integralidad de la protección, pues cada organismo nacional y local cumple su función, de manera coordinada y articulada, complementando la gestión de los demás organismos y a la vez retroalimentándose de ellos.

b. De derechos. - Reconoce a todas las personas, colectivos, pueblos y nacionalidades, a los animales y la naturaleza como sujetos de derechos e identifica las obligaciones estatales que, dentro de las competencias de los diferentes niveles de gobierno, deben cumplirse para garantizar dichos derechos.

c. De género. - Implica la necesidad de superar y erradicar progresivamente las relaciones asimétricas de poder entre hombres y mujeres a fin de lograr la paridad de género y combatir toda forma de discriminación y violencia ejercida por condiciones de género.

d. De diversidad. - Reconocer a las personas en la diversidad como iguales, desde todas las expresiones y diferencias, como un mecanismo de reconocimiento de la unidad.

e. De inclusión. - Promueve la adopción de estrategias para garantizar la igualdad de oportunidades para la inclusión social, económica y cultural de todos los ciudadanos y ciudadanas sin discriminación de ningún tipo.

f. Generacional. - A fin de fomentar, promover relaciones armoniosas y solidarias entre las distintas generaciones, preservando la especificidad del tratamiento de protección y restitución de derechos en las diversas fases o grupos generacionales, y la especialidad en lo que se refiere al manejo de procesos y procedimientos.

g. Interculturalidad. - De manera que propicie el diálogo y el intercambio de saberes, promover el respeto a las diferentes culturas y cosmovisiones de los pueblos y nacionalidades indígenas y afrodescendientes; así como de las expresiones culturales urbanas y rurales en el Distrito Metropolitano de Quito. Perspectiva que posibilita la identificación de elementos culturales para una mejor comprensión de las diferencias, en el ejercicio de derechos de las personas de otras nacionalidades.

h. Enfoque diferencial. - Que consiste en la adopción de acciones afirmativas para erradicar la discriminación y garantizar el derecho a la igualdad, asumiendo que: personas en situaciones similares deben ser tratadas de forma igual y aquellas que están en situaciones distintas, en forma proporcional a esta diferencia.

i. Interdependencia. - Que consiste en el establecimiento de formas de relacionamiento adecuadas y pacíficas entre los seres humanos, la naturaleza y los animales, con la finalidad de contribuir a la generación de una cultura de paz. Esto incluye las expresiones culturales y sus manifestaciones.

Núm. 8. Fines. – 
a. Promover el desarrollo integral de capacidades para la vida, que permitan el restablecimiento de la identidad personal mediante actividades de reivindicación de las relaciones de afinidad y parentesco de personas con experiencia de vida en calle.

b. Garantizar el acceso a servicios de salud integral por parte de la población con experiencia de vida en calle según sus necesidades, con énfasis en servicios salud mental y atención al consumo problemático de alcohol y otras drogas; además de atención odontológica. 
c. Generar estrategias para la inclusión económica de las personas con experiencia de vida en calle mediante el fortalecimiento de capacidades laborales y productivas, con el fin de facilitar el acceso al mercado laboral; 

d. Desarrollar intervenciones especializadas para la prevención, sensibilización e integración de las personas con experiencia de vida en calle

e. Proteger de manera integral de las personas con experiencia de vida en calle. 

Capítulo 3
De la institucionalidad

Núm. 9. De la institucionalidad. - Las instituciones responsables en la gestión y ejecución de políticas sociales garantizarán los derechos de las personas con experiencia de vida en calle, con énfasis de los grupos de atención prioritaria bajo los principios y enfoques enunciados en esta ordenanza. 
Núm. 10. De la coordinación. – Se creará una mesa interinstitucional con el objetivo de coordinar entre las instancias del nivel local la gestión y ejecución de políticas, de acuerdo a sus competencias.

La institución rectora de inclusión social presidirá la mesa. Las instancias que a nivel local, tanto del municipio como del ejecutivo desconcentrado, participarán son el ente ejecutor de la inclusión social y, las instituciones rectoras: salud, educación, deportes y recreación, cultura, coordinación territorial y participación ciudadana, gobernabilidad y seguridad a través del cuerpo de agentes de control (unidades de acogimiento y espacio público), control, turismo, desarrollo productivo y competitividad, a través de su ente ejecutor, hábitat y vivienda, comercio, capacitación, las y Administraciones Zonales.
Se fortalecerán los espacios de trabajo en red y apoyo al trabajo de las organizaciones de la sociedad civil, a quienes se las considerará como asesoras de la mesa.  
La mesa promoverá la participación de personas y organizaciones representantes de la sociedad civil para vigilar la implementación del Plan y demás acciones relacionadas a la garantía de derechos de las personas con experiencia de vida en calle, para lo cual se podrán organizar veedurías ciudadanas, observatorios y demás mecanismos previstos en la normativa legal vigente.  
Podrán realizarse invitaciones a otras instituciones para tratar temas puntuales sobre los tres ejes en los que está enfocada esta ordenanza: prevención, restitución de derechos y aspectos de control.

Núm. 11. De la ejecución. – La mesa tendrá como objetivo realizar un plan para las personas con experiencia de vida en calle en donde se planteará diagnóstico, objetivos, programas y proyectos concretos que permitan la oportuna respuesta a la problemática. Los cuatro principales ejes de respuesta a personas con experiencia de vida en calle serán salud, educación, empleo y cultura, con posibilidad de ampliación de temáticas, de acuerdo al diagnóstico realizado.

De los servicios sociales
Núm. 12. De los servicios técnicos sociales. - Las instituciones y organizaciones que ofrecen servicios de cualquier tipo para las personas con experiencia de vida en calle en el Distrito Metropolitano de Quito, deberán observar los principios y los enfoques planteados en esta ordenanza.

Núm. 13.- De los niveles de los servicios sociales. -Los servicios técnicos sociales para las personas con experiencia de vida en calle se supeditarán a cuatro niveles de atención:

*Nivel 1. Intervención directa en la calle para abordaje, atención inicial y protección.

En este nivel se realiza el proceso inicial primario con la persona con experiencia de vida en calle. Entre las actividades a desarrollarse están: observación, acercamiento, abordaje directo para generación de vínculo y empatía, revisión de registros de identidad, explicación sobre los servicios de salud y sociales. 

Se establece el diagnóstico inicial del caso, las necesidades para generar demanda dependiendo de la voluntariedad, para continuar con el siguiente nivel. 

*Nivel 2. Intermedio 

Para la reducción del daño, este nivel funcionará como un intermedio entre la intervención directa en la calle para abordaje, atención inicial, protección y direccionamiento a 1) centro de referencia temporal o 2) servicios especializados para la disminución progresiva y controlada del consumo problemático de alcohol y otras drogas responsabilidad de los entes ejecutores en materia de salud. Para la articulación y derivación a servicios de los niveles siguientes se contará con un directorio de servicios actualizado anualmente por la entidad rectora en materia de inclusión. 
*Nivel 3.1. Centro de referencia temporal 

En este espacio la persona con experiencia de vida en calle podrá contar con alimentación, albergue temporal u otros servicios. Se contará con un equipo multidisciplinario, del área de la medicina, enfermería, psicología, psiquatría, trabajo social, terapia ocupacional y voluntariado para realizar procesos de contención, seguimiento médico, trabajo psicológico inicial para la motivación a un proceso de rehabilitación. 

Asimismo, con trabajo social se ubicará su referente familiar o red social.

El tiempo mínimo en estos espacios será de un mes.
*Nivel 3.2. Centro especializado

Este nivel corresponde al servicio especializado, dependiendo del diagnóstico de la persona con experiencia de vida en calle, entrará en un proceso de rehabilitación y se contará con el apoyo del referente familiar o red social, bajo el enfoque de comunidad terapéutica.
En este espacio se trabajará en la construcción de proyecto de vida de las personas con experiencia de vida en calle enfocados a la reinserción.
Con respecto a la terapia ocupacional se centrará en talleres de oficios y demás actividades que aporten a su desarrollo integral humano enfocados a la reinserción. 
El tiempo mínimo dependerá de cada caso, y el ente ejecutor en materia de salud garantizará el acceso a los servicios especializados y seguimiento.
*Nivel 4. Servicio de reinserción social 

En este nivel el objetivo es generar la reinserción social a través de la autonomía e independencia de la persona para lograr la motivación y seguimiento de los proyectos de vida realizados en los niveles anteriores, para dar seguimiento y fortalecimiento de la reinserción socio económica, generando corresponsabilidades.
Será un espacio donde pueda desarrollar su vida propia. 

Así también se promoverán alianzas estratégicas para la implementación de propuestas innovadoras de empleo para personas con experiencia de vida en calle.

El Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, a través de los entes competentes, implementará un servicio destinado a este proceso.
Núm. 14. De los equipos técnicos. - Son equipos técnicos y especializados de trabajo conformados por personas capacitadas permanentemente en la rama que se requiera, que hacen uso de métodos, habilidades y destrezas para atender a la población que se encuentra en esta situación. 
Núm. 15. De la formación de los equipos técnicos. - El ente rector en materia de inclusión social, en coordinación con el ente ejecutor de capacitación, promoverán el fortalecimiento de capacidades de los equipos técnicos de atención a las personas con experiencia de vida en calle, promoción social e intervención social, para el efecto, generarán alianzas estratégicas con la academia y organizaciones sociales nacionales e internacionales.

Núm. 16. Del reconocimiento a educadores y educadoras de calle. -  la educación de calle refiere a la intervención pedagógica en un medio abierto por parte del personal técnico capacitado y con experiencia. Para el efecto, el ente responsable de inclusión social en coordinación con el ente responsable de capacitación efectuarán acciones para el reconocimiento de la competencia profesional.
Núm. 17. Del seguimiento y monitoreo. – El ente rector en materia de inclusión social realizará el seguimiento y monitoreo con respecto a la ejecución de planes, programas, proyectos y acciones que realicen las distintas instituciones. Las instituciones y organizaciones ejecutoras de servicios sociales remitirán la información al ente rector en materia de inclusión social para su consolidación a través de un sistema de registro homologado y aprobado por la Mesa.  
Capítulo 4
De la prevención, sensibilización y integración social de las personas con experiencia de vida en calle 

De la prevención 


Núm. 18. De la prevención. - Las instancias rectoras en salud, educación y productividad deberán realizar planes específicos de contención para las personas que estén en situación de riesgo y vulnerabilidad.

Núm. 19. De la sensibilización. El ente rector en materia de inclusión social, en coordinación con la mesa interinstitucional se encargará de organizar campañas educomunicacionales dirigidas a las personas con experiencia de vida en calle, familias, centros educativos y sociedad en general a través de estrategias diferenciadas que garanticen un enfoque pedagógico y genere movilización social corresponsable.
Núm. 20. De la inclusión económica. - El ente rector en productividad generará políticas para generar iniciativas económicas como emprendimientos, encadenamientos productivos y asociatividad. 
Núm. 21. De la inclusión educativa. -  El ente rector en educación generará políticas para prevenir la deserción del proceso educativo de personas que viven en situación de riesgo y vulnerabilidad.

Núm. 22. De la inclusión artística y cultural. - El ente rector en cultura generará proyectos con mediadores comunitarios o gestores culturales para la generación del desarrollo integral humano de las personas con experiencia de vida en calle.

Capítulo 5

De la protección de derechos

Núm. 23. De la protección de los derechos. - Una vez vulnerado alguno de los derechos de las personas con experiencia de vida en calle, las instancias que tienen competencias directas se activarán para restituir el derecho vulnerado en observancia a la no revictimización, debida diligencia y acceso a la justicia.

Núm. 24. De la ruta de protección de derechos. - La mesa tendrá entre sus funciones elaborar una ruta de protección de derechos. Estas rutas indicarán cómo es el proceso una vez que se haya vulnerado alguno de los derechos de las personas con experiencia de vida en calle.

Capítulo 6 

Del control

Núm. 25. Del control a las entregas de alimentos, vestimenta u otros en el espacio público. –  Las personas naturales, jurídicas, asociaciones, organización civil, no gubernamentales y religiosas que estén comprometidas con colaborar con las personas con experiencia de vida en calle, entregando alimentos, vestimenta u otros bienes, deberán estar registradas en el sistema correspondiente y cumplir el protocolo para el efecto que tendrá como finalidad dignificar las condiciones de vida de esta población.
Las entidades competentes realizarán el control a quienes entreguen alimentos, vestimenta u otros bienes en el espacio público del Distrito Metropolitano de Quito.
Núm. 26. De las multas por infringir. - Las personas naturales, jurídicas, asociaciones, organizaciones de la civil, no gubernamentales y religiosas que infrinjan con lo estipulado, deberá pagar la multa correspondiente a cinco remuneraciones básicas unificadas (RBU).

De ser reincidente, deberá realizar el pago correspondiente a ocho remuneraciones básicas unificadas (RBU).

Núm. 27. Del control de la venta clandestina de alcohol adulterado, fabricado artesanalmente y su consumo. – La entidad municipal competente realizará los controles de la venta clandestina de alcohol adulterado o fabricado sin las autorizaciones correspondientes.
Las sanciones serán la clausura inmediata del negocio y el pago de una multa correspondiente a ocho remuneraciones básicas unificadas (RBU).

Disposiciones Transitorias

Disposición Transitoria primera. – La entidad ejecutora de la política social deberá realizar en el plazo de 90 días, un diagnóstico de los servicios que actualmente brinda en esta temática. Los resultados serán presentados a la Mesa Interinstitucional.
Disposición Transitoria segunda. – La entidad ejecutora de la política social deberá coordinar en el plazo de 120 días, un proceso censal con el propósito de identificar y activar servicios para la población con experiencia de vida en calle. Los resultados serán presentados a la Mesa Interinstitucional.
Disposición Transitoria tercera. - La entidad rectora de la política social deberá implementar en el plazo de 120 días, un sistema de registro de personas, organizaciones e instituciones comprometidas con colaborar con las personas con experiencia de vida en calle mediante la entrega de alimentos, vestimenta u otros bienes. Así mismo un protocolo para las entregas. 
Disposición Transitoria cuarta. – La entidad rectora de la política social en coordinación con las entidades ejecutoras, deberán presentar en un plazo de 180 días la propuesta de política pública para la atención de la problemática.

Disposición Transitoria quinta. – La entidad rectora de la política social en coordinación con las entidades del Sistema de Protección Integral deberán presentar en un plazo de 30 días la ruta de protección para las personas con experiencia de vida en calle.
Disposición Transitoria sexta. – La entidad ejecutora en materia de inclusión social implementará un servicio para la reinserción social de las personas habitantes de calle en el periodo fiscal próximo a la suscripción de esta ordenanza a más tardar.
Disposición Final

La presente Ordenanza entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin perjuicio de su publicación.
Alcaldía del Distrito Metropolitano de Quito. - Distrito Metropolitano de Quito, …… de …...........……. del 2020.

Jorge Yunda 

Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito

RAZÓN. - Siento por tal, que la Ordenanza que antecede fue suscrita por el Dr. Jorge Yunda, Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, el ……………………………, LO CERTIFICO. - Distrito Metropolitano de Quito ………………………………
Secretaría General del Concejo Metropolitano de Quito
� En este espacio participó personal técnico de distintas organizaciones y entidades como: Unidad Patronato Municipal San José, Secretaría de Inclusión Social, Ministerio de Inclusión Económica y Social, Red “Somos Calle”, Cruz Roja Ecuatoriana, Unidad de Acogimiento del Cuerpo Metropolitano de Agentes de Control, entre otros. 
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